ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 09 004 2019 00016 01
 ACCIONANTE: JUAN BAUTISTA CERÓN VS. COLPENSIONES  

ASUNTO: CONFIRMA DECISION

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / NOTIFICACIÓN DE DICTAMEN SOBRE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / HECHO SUPERADO / DIFERENCIA CON CUMPLIMIENTO DEL FALLO DE PRIMERA INSTANCIA.
El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. (…)
… el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección, tal como lo indica el artículo 26 del Decreto 2591…
Por su parte, la  Corte Suprema de Justicia determinó que si la vulneración cesa después de emitido el fallo de primera instancia, no se presenta la figura del hecho superado sino el cumplimiento del fallo que amparó los derechos afectados o amenazados…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, nueve (9 ) de abril de dos mil diecinueve (2019).
Aprobado por Acta No.356
Hora: 10:40 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la Directora de Acciones Constitucionales de Colpensiones frente  al fallo de tutela emitido el 27 de febrero de 2019 por el Juzgado 4º penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Juan Bautista Cerón contra dicha entidad.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó el señor Juan Bautista Cerón Rodríguez, de 64 años, que a raíz de los  problemas de salud que presenta: catarata traumática, otros trastornos de retina en enfermedades clasificadas en otra parte, otros trastornos de refracción, hipertensión esencial primaria, deterioro vascular cognitivo leve, cardiopatía hipertensiva estadio 2 y trastorno de adaptación, radicó el 28 de agosto  de 2018 un derecho de petición ante COLPENSIONES con el fin de obtener cita para la calificación de pérdida de capacidad laboral, la cual fue asignada para el 23 de noviembre de 2018 en cumplimiento a un fallo de tutela.  Sin embargo, no ha sido notificado del dictamen de la PCL, pese a haber presentado un derecho de petición a COLPENSIONES el 16 de enero de 2019  en el que requirió que se surtiera tal trámite, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales, ya que le genera una demora en el procedimiento para la pensión de invalidez. 
En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social y ii) ordenar COLPENSIONES que emita y notifique el dictamen de la calificación de PCL, conforme a la valoración del 19 de noviembre de 2018. 
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA.
3.1. COLPENSIONES señaló que verificado el historial de trámites del actor correspondiente a la solicitud de calificación de PCL, la entidad le informó al mismo, mediante oficio del 22 de febrero de 2019, que el resultado de dicha valoración llevada a cabo el 23 de noviembre de 2018, se encontraba bajo estudio por parte el Grupo Médico Auditor de la entidad (Fl. 12), para lo cual allegó copia del oficio aludido (Fl. 13). 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 27 de febrero de 2019, el Juzgado 4º Penal del Circuito resolvió tutelar el derecho fundamental de petición al señor Juan Bautista Cerón Rodríguez y ordenó a COLPENSIONES a través de la Dirección de Administración de Solicitudes y PQRS, Medicina Laboral y la Dirección de Acciones Constitucionales, en el término de  diez (10) días contados a partir de la notificación de este fallo, emitiera una respuesta de fondo acerca de la petición presentada el día 15 de enero de 2019, mediante el cual el accionante solicitó la emisión del dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral.  Aclarando que lo anterior, no obligaba a la entidad dar una respuesta favorable o desfavorable a lo solicitado (Fls. 15-17).
COLPENSIONES fue notificada del fallo anterior el 27 de febrero de 2019 al correo electrónico notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co (Fl. 18 vuelto).

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 4 de marzo de 2019, la Directora de Acciones Constitucionales de COLPENSIONES mediante la expedición del dictamen DML 3373170 del 22 de febrero de 2019 en proceso de notificación, se dio respuesta de fondo a la solicitud objeto de tutela.  Dicho acto administrativo se encuentra en trámite de notificación, por lo que se citó al actor mediante comunicación del 28 de febrero de 2019, la cual fue remitida por correo certificado con la guía GA87023012855 de la empresa DOMINA, a la dirección de notificaciones aportada en la tutela.   Por lo tanto, consideró que se configuró una carencia actual de objeto  por hecho superado, por lo que las pretensiones de la acción de tutela quedaban sin objeto.   
Por lo tanto solicitó que se concediera la impugnación con el fin de que se decretara una carencia actual de objeto y se archivaran las diligencias (Fls. 19 y 20).  Allegó copia del dictamen referido y de la comunicación enviada al actor (Fls. 21-25).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3. El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. Al respecto, la Corte Constitucional precisó que: “el derecho de petición consagrado en el Artículo 23 de la Constitución Política, es una garantía fundamental de aplicación inmediata (C.P. art. 85), cuya efectividad resulta indispensable para la consecución de los fines esenciales del Estado, especialmente el servicio a la comunidad, la garantía de los principios, derechos y deberes consagrados en la misma Carta Política y la participación de todos en las decisiones que los afectan; así como el cumplimiento de las funciones y los deberes de protección para los cuales fueron instituidas la autoridades de la República (C.P. art. 2). De ahí, que el referido derecho sea un importante instrumento para potenciar los mecanismos de democracia participativa y control ciudadano; sin dejar de mencionar que mediante su ejercicio se garantiza la vigencia de otros derechos constitucionales, como los derechos a la información y a la libertad de expresión. La garantía real al derecho de petición radica en cabeza de la administración una responsabilidad especial, sujeta a cada uno de los elementos que informan su núcleo esencial. La obligación de la entidad estatal no cesa con la simple resolución del derecho de petición elevado por un ciudadano, es necesario además que dicha solución remedie sin confusiones el fondo del asunto; que este dotada de claridad y congruencia entre lo pedido y lo resuelto; e igualmente, que su oportuna respuesta se ponga en conocimiento del solicitante, sin que pueda tenerse como real, una contestación falta de constancia y que sólo sea conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información”
.
6.6.  En el caso sub examine, esta Sala encuentra que la pretensión del señor Cerón Rodríguez se circunscribió a que por esta vía se ordenara a COLPENSIONES que emitiera y notificara el dictamen de la calificación de PCL, conforme a la valoración que en ese sentido se le había realizado el 19 de noviembre de 2018. 

6.7. Al revisar el escrito de impugnación y sus anexos, se observa que COLPENSIONES citó al señor Cerón Rodríguez, mediante la comunicación BZ2018_10391248 del 28 de febrero de 2019 (Fl. 24), para que se presentara a notificarlo de manera personal del dictamen de PCL con fecha del 22 de febrero de 2019 (Fl. 21-23), lo cual fue corroborado en la oficina de abogados Confuturo Laboral Integral
, lo que significa que esa entidad no esbozó argumentos tendientes a controvertir la determinación adoptada por el juez de primer nivel, sino que únicamente hizo referencia a que en este asunto específico se presentó una carencia actual de objeto por hecho superado.
6.8. Debe mencionarse que el hecho superado se genera cuando en el transcurso de la acción de tutela desaparecen los motivos que dieron origen a la misma, esto es, se satisface la pretensión del amparo constitucional y cesa la vulneración del derecho o derechos invocados, y por ello es innecesario que se profiera una orden de protección, tal como lo indica el artículo 26 del Decreto 2591 que reglamenta la figura del hecho superado así: “Si, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. En el mismo sentido, la Corte Constitucional
, ha explicado que la carencia actual de objeto por hecho superado, se origina cuando desaparece la afectación al derecho fundamental invocado: “que si bien la acción de tutela es el mecanismo eficaz para la protección de los derechos fundamentales cuando éstos resulten amenazados o vulnerados, si la perturbación que dio origen a la acción desaparece o es superada, entonces, el peticionario carece de interés jurídico ya que dejan de existir el sentido y objeto del amparo, razón por la cual habrá de declararse la carencia actual de objeto por hecho superado.”

6.9.  Por su parte, la  Corte Suprema de Justicia determinó que si la vulneración cesa después de emitido el fallo de primera instancia, no se presenta la figura del hecho superado sino el cumplimiento del fallo que amparó los derechos afectados o amenazados, así en el radicado No.100.067 del 28 de agosto de 2018, dicha Corporación señaló: “(…) Recuérdese, entonces, que los eventos en mención, entendidos como hecho superado y cumplimiento del fallo son disímiles y excluyentes, de manera no es posible pretender que, en sede de segunda instancia, el superior jerárquico de la autoridad judicial que emitió el pronunciamiento de tutela, evalúe el segundo de ellos -que fue lo que ocurrió en este asunto-, como uno de los escenarios de aplicabilidad del primero (…)”
6.10.   Así las cosas, la Sala considera que en este asunto específico se presentó una carencia actual de objeto al haberse emitido el dictamen de PCL del accionante el 22 de febrero de 2019, es decir, antes de que se profiriera el fallo de primer grado el  27 de febrero, e igualmente, se presentó un cumplimiento de lo ordenado por el juez, si se tiene en cuenta que el actor fue notificado personalmente de tal valoración el 5 de marzo  de 2019.

6.6.5. Por lo tanto, la sentencia estudiada se ajustó a los lineamientos jurisprudenciales para conceder el amparo invocado, e igualmente, se concluye que antes de que se emitiera el fallo de segunda instancia, se configuró una carencia actual de objeto por hecho superado frente a una de las actuaciones de la entidad demandada, tal como se analizó en el numeral anterior.  

Consecuentemente, se confirmará el fallo de tutela de primer nivel y se declarará que dentro este caso sub examine se dio la carencia actual de objeto por hecho superado.
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia  proferida el 27 de febrero de 2019 por  el Juzgado 4º Penal del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el señor Juan Bautista Cerón Rodríguez en contra de COLPENSIONES y DECLARAR la existencia de un hecho superado por carencia actual de objeto conforme a lo analizado en la parte considerativa.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Sentencia T-149 de 2013


� Según constancia de la Auxiliar de Magistrado obrante a folio 4 del cuaderno de segunda instancia


� Sentencia T-117 A de 2013
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